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En relación a su solicitud, la presente comunicación  se inscribe específicamente en lo relativo a los principios  de Igualdad y no Discriminación (artículo 2º y 6º del Pacto de Derechos Civiles y Políticos). 

Al punto 1


Cabe informar que nuestro país cuenta con numerosas normativas que hacen referencia a la no discriminación, la igualdad y la integración, específicamente encontramos:
-Artículo Nº  16 de la Constitución Nacional;  

- Ley Nº  23.592: sobre la adopción de medidas para quienes arbitrariamente impidan el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional;
- Ley Nº 24.782: sobre Obligatoriedad de exhibición, en locales bailables, de recreación, salas de espectáculos, bares, restaurantes u otros de acceso público, del texto del artículo 16 de la Constitución Nacional  y de la Ley 23.592; 

- Ley Nº 25.608 sobre Multas en caso de Incumplimiento de la Ley 24.782; 

- Ley Nº 26.378 Aprueba la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo facultativo; 

- Ley Nº 27.044 Otorga jerarquía constitucional a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

- Ley Nº 23.179 Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer;

- Ley Nº 26.171 sobre Protocolo de la Convención sobre todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 

- Ley Nº 24.515 Crea el  Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo; 

Ley Nº 25.280 Aprueba  la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad; 


En lo que respecta a las políticas públicas vinculadas al empleo y a la no discriminación de las personas con discapacidad, encontramos la implementación de medidas específicas destinadas a equiparar oportunidades y  a la defensa de los derechos humanos, en distintos ámbitos del Estado Argentino.


Bajo esta premisa, el Decreto Nº 696/2010 del 14 de mayo, crea el Programa Nacional de Derechos Humanos, en jurisdicción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el cual se estructura, sobre tres ejes de acción prioritaria de acuerdo al art. 2°: igualdad y no discriminación, garantías de acceso a los derechos e inclusión social.


Asimismo, en el ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, se desarrolla la Dirección General de Derechos Humanos del Ministerio, cuya responsabilidad, entre otras, es: 1) identificar, elaborar y proponer planes, programas, proyectos y objetivos de política exterior en materia de derechos humanos, 2) actuar en la conducción de la política exterior vinculada a esos temas ante los organismos, entidades o comisiones especiales internacionales y 3) participar en el estudio de las adecuaciones de la legislación a los compromisos contraídos en el ámbito internacional en materia de derechos humanos, en la celebración y conclusión de tratados. 


Por otro lado, cabe señalar que en el plexo legislativo argentino existen normas específicas  que tienden a incentivar la empleabilidad de 
las personas con discapacidad, tendiendo a erradicar la discriminación en el ámbito laboral, las situaciones de desventaja y la falta de oportunidades. 


Entre los instrumentos legislativos de mayor relevancia la Ley Nº 22.431,  Sistema de Protección Integral para Personas con Discapacidad Argentino, en su art. 8 (modificado por la Ley 25.689) obliga a los tres poderes del Estado Nacional, sus organismos descentralizados o autárquicos, los Entes Públicos No Estatales, las Empresas del Estado y las Empresas Privadas concesionarias de Servicios Públicos a ocupar, en una proporción no inferior al 4% (cuatro por ciento), a personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo e instituye dos mecanismos de fortalecimiento del empleo público para personas con discapacidad: 1) Veedurías institucionales a cargo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social con participación de la Comisión Nacional Asesora para la Integración de Personas Discapacitadas para que los Organismos dependientes de la Administración Pública Nacional no discriminen a las personas con discapacidad cuando se presentan en los concursos públicos de ingreso a la administración pública y 2)   Reservas de puestos de trabajo para ser exclusivamente ocupados por personas con discapacidad.

Para llevar adelante esta obligación, el Decreto PEN  Nº 312/2010 dispuso que todas las jurisdicciones, organismos descentralizados y entidades comprendidas en el ámbito de aplicación la indicada norma dentro de los treinta (30) días hábiles de entrada en vigencia ese decreto, deben informar a la SUBSECRETARIA DE GESTION Y EMPLEO PUBLICO de la SECRETARIA DE LA GESTION PUBLICA de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS, sobre: a) Cantidad de cargos cubiertos con personas con discapacidad, respecto de los totales de la planta permanente y transitoria y b) Cantidad de personas discapacitadas contratadas bajo cualquier modalidad, respecto del total de los contratos existentes.


Asimismo, establece que dicha SUBSECRETARIA deberá suministrar la pertinente información al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y también determinó que las Jurisdicciones, organismos descentralizados y entidades aludidas en el presente artículo deberán actualizar la información respectiva correspondiente al 31 de diciembre y al 30 de junio de cada año, dentro de los QUINCE (15) días corridos posteriores a dichos vencimientos.


Consecuentemente con lo expuesto, mediante la Resolución Nº 56 de la SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA, de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION se crea el Sistema de Información para el Control del Registro y Actualización de los cargos y contratos desempeñados por personas con discapacidad en la Administración Pública Nacional. El Informe ONEP (Oficina Nacional de Empleo Público) brinda información sobre la situación del 
cumplimiento de las jurisdicciones ministeriales y entidades descentralizadas alcanzadas.



Por otra parte, las siguientes normativas promueven la inclusión laboral de las personas con discapacidad:
· Ley Nº 24308 y su decreto reglamentario 795/94 a cual establece  la concesión de uso de espacios públicos tanto en organismos nacionales de toda naturaleza y nivel, organismos municipales  como en empresas privadas que brinden servicios públicos, obras sociales y establecimientos educacionales de todos los niveles, para personas con discapacidad.

· Ley Nº 25.212 (Ratifica el Pacto Federal del Trabajo) crea el “Plan Nacional para la inserción Laboral y el mejoramiento del Empleo de las Personas Discapacitadas” dando pautas para mejorar la empleabilidad de las personas con discapacidad.

 

· Ley Nº 24.013, en el artículo 87 a modo de incentivo a la empleabilidad establece una reducción en las contribuciones a abonar por el empleador respecto a las personas con discapacidad contratadas, de igual forma lo hace el artículo 23 de la Ley Nº 22431 estableciendo una deducción especial en el Impuesto a las Ganancias a aquellos empleadores que concedan empleo a las personas con discapacidad.
· Ley 23462, aprueba el Convenio sobre Readaptación profesional (Convenio 159 OIT) y la Ley 24.557 sobre Ley de Riesgo de Trabajo, toma pautas de ellas para readaptar el puesto de trabajo al trabajador  con discapacidad.
· Ley 26.816 Régimen de empleo protegido para las personas con discapacidad que tiene como  objetivos centrales: 1. Promover el desarrollo laboral de las personas con discapacidad mejorando el acceso al empleo y posibilitar la obtención, conservación y progreso en un empleo protegido y/o regular en el ámbito público y/o privado. Para ello se deberá promover la superación de las aptitudes, las competencias y actitudes de las personas con discapacidad, de acuerdo a los requerimientos de los mercados laborales locales. 2. Impulsar el fortalecimiento técnico y económico de los Organismos Responsables  para  la  generación  de  condiciones protegidas  de empleo  y producción que incluyan a las personas con discapacidad. Dicha norma se encuentra actualmente en proceso de reglamentación.

Asimismo, para implementar de manera estratégica y conjunta acciones destinadas a erradicar las dificultades de acceso a un empleo de 
calidad y con el  propósito de  promover la igualdad de oportunidades en el ámbito laboral, la participación equitativa y sin discriminación de todas las personas es dable destacar las acciones que vienen desarrollándose a través de los diversos organismos públicos. 

En el Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social,  se desenvuelve la Dirección de Promoción para la Empleabilidad de trabajadores con Discapacidad. En ella, como medida de fomento para la promoción al acceso al empleo de calidad, entre otros, se creó el Programa de Entrenamiento para el Trabajo (Resolución Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social Nº 696/2006 y modificatorias)


En relación a las medidas adoptadas para promover los derechos sindicales de las personas con discapacidad, el MTEySS articula con el sector sindical acciones tendientes a cumplimentar Artículo 125 del Convenio Colectivo de Trabajo General del Sector Público Nacional homologado por el Decreto Nº 214/06, cuyo objetivo es condenar la discriminación, detectar cualquier acción que vaya en contra de la dignidad de los trabajadores, como así mismo garantizar erradicar la violencia laboral además de promover el desarrollo de planes de igualdad de oportunidades.


Por otra parte, la Resolución del MTEySS Nº 509 de fecha 29 de julio de 2002 que crea el Programa Especial de Formación y Asistencia Técnica para el Trabajo, está dirigida a incrementar las competencias, mejorar las condiciones laborales y apoyar la búsqueda y consecución de empleo u ocupación a trabajadores desocupados o subocupados a través de la financiación de proyectos de formación profesional, orientación laboral y asistencia técnica para la formulación y gestión de actividades productivas y socialmente relevantes. Los proyectos se basan en la articulación y cofinanciación interinstitucional local y se orientan según las demandas del mercado y, las capacitaciones culminan con una acción laboral concreta a partir de los nuevos conocimientos adquiridos.

Por otra parte, en el ámbito del Ministerio de Defensa se creó por Decreto 118/07 el Programa de Inserción Laboral de Personas con Discapacidades en el ámbito de la ARMADA Argentina, mediante el cual, de acuerdo con los perfiles de las personas y las características de los puestos a cubrir, se evalúan, seleccionan, incorporan, capacitan y efectúa el correspondiente seguimiento laboral de los trabajadores con discapacidad, a fin de cumplir con las exigencias y porcentajes estipulados por la Ley Nº 22.431 y sus modificatorias.


Además, el Ministerio Público Fiscal conforme a la Ley Nº 26.861 relacionada al ingreso democrático e igualitario de personal al Poder judicial 
de la Nación y al Ministerio Público de la Nación,  aprueba por Resolución PGN 507/ 14 el “Reglamento para el ingreso Democrático e igualitario al Ministerio Público Fiscal de la Nación” llevando a cabo también un Programa de Inclusión Laboral para personas con discapacidad. 

El Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación cuenta con un equipo de trabajo por la inclusión de personas con discapacidad, formado por referentes de diversas áreas y coordinado por la Dirección General de Recursos Humanos. 

En el ámbito de la Administración Pública diferentes organismos descentralizados desarrollan programas específicos de inserción laboral, entre ellos, la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), iniciativa que tiene su origen en la Resolución del Director Ejecutivo D.E. - A 1028/2006, con la finalidad de incluir personas con discapacidad en las diferentes dependencias del país, en el marco del artículo 8º de la Ley Nº22431.

A su vez, desde el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, mediante Resolución Nº1079/2010 se ha establecido un Programa de Inclusión Laboral Quinquenal para Personas con Discapacidad, para alcanzar el cuatro por ciento (4%) de la totalidad de empleados en el Instituto, como así también establecer reservas de puestos de trabajo a ser exclusivamente ocupados por las personas con discapacidad, con el fin de dar cumplimiento a la Ley N° 26.378, artículo 27, Punto 1, inciso g) y a), ya la Ley N° 22.431, artículo 8.


Desde el año 2015 el tema Trabajo es uno de los ejes del Consejo Federal de Discapacidad (CFD) para potenciar la implementación del art. 27 de la Ley Nº26378 en el territorio nacional. El CFD es un órgano que en virtud del artículo 1 de la Ley N° 24.657: “está integrado por los funcionarios que ejerzan la autoridad en la materia en el más alto nivel, en cada una de las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y los representantes de las organizaciones no gubernamentales de o para personas con discapacidad, elegidos de conformidad con el artículo 6 de la presente ley. Su titular será el presidente –con rango de secretario de Estado- de la Comisión Nacional Asesora para la Integración de Personas Discapacitadas”.


Asimismo, en el marco de la Ley Nº 25.730, el Comité Coordinador de Programas para Personas con Discapacidad - presidido por CONADIS - otorga financiamiento para iniciativas a favor de las personas con discapacidad. 

A través de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y las diversas aseguradoras que operan en el mercado para la recalificación de los trabajadores/as y la correspondiente inserción en tareas que le sean factibles o generando adaptaciones a los efectos de su normal desempeño, se efectivizan  acciones para retener y reciclar a los trabajadores que, como consecuencia de un accidente de trabajo, quedan con una discapacidad que les impide seguir realizando sus anteriores tareas.


Entre las medidas para incentivar el empleo de personas con discapacidad en el mercado de trabajo ordinario el Estado Argentino prevé: 

• Reducción en las contribuciones a abonar por el empleador respecto a las personas con discapacidad contratadas (Ley 24.013 Art. 87) • Deducción especial en el Impuesto a las Ganancias a aquellos empleadores que concedan empleo a las personas con discapacidad (Ley 22.431 Art. 23). 
• Programa de Inserción Laboral para Trabajadores con Discapacidad (Resolución Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social Nº 802/2004 y modificatorias) que tiene por objetivo insertar laboralmente en el sector privado y público a las trabajadoras y trabajadores con discapacidad mediante el otorgamiento de incentivos económicos a los empleadores.
Al punto 2- No aplica.

Al punto 3 

Un papel primordial en la aplicación de políticas y estrategias en el tema, lo tiene el Instituto  Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo, creado por Ley Nº25.515, el cual tiene por objeto elaborar políticas nacionales para combatir toda forma de discriminación, xenofobia y racismo, impulsando y llevando a cabo políticas públicas federales y transversales articuladas por la sociedad civil, y orientadas a lograr una sociedad diversa e igualitaria.

Al INADI le corresponde:

· Actuar como organismo de aplicación de la presente ley, velando por su cumplimiento y la consecución de sus objetivos, a través del análisis de la realidad nacional en materia de discriminación, xenofobia y racismo y la elaboración de informes y propuestas con respecto a dichos temas;

· Difundir los principios normados por la Ley 23592, normas concordantes y complementarias, así como los resultados de los estudios que realice o promueva y las propuestas que formule;
· Diseñar e impulsar campañas educativas tendientes a la valorización del pluralismo social y cultural, y a la eliminación de actitudes discriminatorias, xenofóbicas o racistas; participando en la ejecución de esas campañas;

· Recopilar y mantener actualizada la información sobre el Derecho Internacional y extranjero en materia de discriminación, xenofobia y racismo, estudiar esos materiales y elaborar informes comparativos sobre los mismos;

· Recibir y centralizar denuncias sobre conductas discriminatorias, xenofóbicas o racistas y llevar un registro de ellas;

· Constituir un registro en el que se reunirán todos los documentos, pruebas y evidencias vinculadas con los objetivos del INADI;

· Brindar un servicio de asesoramiento integral y gratuito para personas o grupos discriminados o víctimas de xenofobia o racismo;

· Proporcionar patrocinio gratuito y, a pedido de parte interesada, solicitar vistas de las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los temas de su competencia;

· Proporcionar al Ministerio Público y a los tribunales judiciales asesoramiento técnico especializado en los asuntos relativos a la temática de su competencia;

· Informar a la opinión pública sobre actitudes y conductas discriminatorias, xenofóbicas o racistas que pudieran manifestarse en cualquier ámbito de la vida nacional, especialmente en las áreas de educación, salud, acción social y empleo; provengan ellas de autoridades públicas o entidades o personas privadas;

· Constatar —prima facie— la existencia en el territorio argentino de personas que durante la Segunda Guerra Mundial o que posteriormente a ella participaron en el exterminio de pueblos, o en la muerte y persecución de personas o grupos de personas a causa de su raza, religión, nacionalidad u opinión política; y cuando corresponda, efectuar las denuncias ante las autoridades competentes;

· Promover e impulsar cuando existan suficientes evidencias y de acuerdo a lo previsto en el artículo 43 de la Constitución Nacional, las acciones judiciales y administrativas pertinentes con relación a las personas comprendidas en el inciso anterior;

· Establecer vínculos de colaboración con organismos nacionales o extranjeros, públicos o privados, que tengan similares objetivos a los asignados al presente Instituto;
· Proponer, al organismo competente, la celebración de nuevos tratados sobre extradición;

· Celebrar convenios con organismos y/o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, a efectos de propender a dar cabal cumplimiento a los objetivos asignados a este Instituto.

Para desarrollar dichas funciones, cuenta con  cinco Direcciones: 

a) Asistencia a la víctima: Encargada de recepcionar y evaluar  la denuncia y de la investigación y seguimiento del caso. 

b) Política contra la Discriminación: Delegaciones, investigaciones, observatorios de discriminación, centro de documentaciones. 

c) Promoción y desarrollo de prácticas contra la discriminación: Políticas Educativas y de Formación, Programas y proyectos institucionales, redes sociales;  

d) Administración: Administración financiera y de recursos humanos y de Organización  y

 e) Asuntos Jurídicos. 

Este Organismo llega a todo el país a través de las Delegaciones ubicadas en las provincias y además cuenta con una Coordinación integrada por tres Observatorios, los cuales realizan un trabajo sistemático, abarcativo y minucioso para que a partir de la observación de un  mensaje discriminatorio este pueda ser corregido y no sea reproducido a lo largo del tejido social. Asimismo, utiliza como insumo de trabajo las denuncias recibidas en otras instancias del Organismo o también las recibidas a partir de sus respectivos canales de denuncias.

También se  realizan diversas acciones: elaboración de informes tendientes a describir y analizar el flagelo de la discriminación, difusión de recomendaciones a los actores involucrados, acciones de mediación directa ante hechos de gran trascendencia, campañas de capacitación y sensibilización, así como también la firma de convenios de cooperación y colaboración con el objeto de comprometer a otras instituciones en nuestra tarea.

Al punto 4

Argentina  cuenta con una extensa normativa de protección a niños, niñas y adolescentes, además de las normas antes mencionadas sobre discriminación, podemos citas aquellas que hacen especial hincapié en la protección de estos colectivos, entre ellas encontramos: 
Ley Nº 24632 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; 
Ley Nº 23849 Convención de los Derechos del Niño/a; 
Ley Nº 26061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 
Ley Nº 23179 Convención sobre la  Eliminación de todas las Formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW); 

Asimismo una serie de  Organismos nacionales llevan a cabo políticas y estrategias para combatir la discriminación en niños/as y mujeres, en primer lugar citaremos, al Instituto Nacional contra la discriminación, la xenofobia y el racismo, del cual ya hemos descripto sus funciones y atribuciones, el Consejo Nacional de la Mujer, la Secretaria de la Niñez y la Adolescencia, del Ministerio de Desarrollo Social, a la Secretaria de Derechos Humanos, y ésta  CONADIS,  todos ellos trabajan desde sus competencias para evitar situaciones de discriminación.

El Consejo Nacional de la Mujer, es el organismo responsable de la articulación las políticas públicas de igualdad de oportunidades y trato entre varones y mujeres,  entre sus objetivos se encuentran:
1-Legitimar ante la sociedad la relevancia de la equidad de género para el fortalecimiento de la democracia.
2- Impulsar políticas públicas con perspectiva de género que contribuyan a la superación de las diversas formas de discriminación contra las mujeres y promuevan las condiciones sociales adecuadas para garantizar a las mujeres el ejercicio efectivo de sus derechos.


                                  3-Fortalecer las Áreas Mujer provinciales y locales e impulsar la articulación de acciones conjuntas.
4-Monitorear el efectivo cumplimiento de los tratados internacionales: i) Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, con rango constitucional, en nuestro país, a partir de la reforma constitucional de 1994; y ii) Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia: "Convención de Belém do Parà”, Ley Nº 24 632.

5- Trabajar articuladamente con las organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil, a fin de establecer foros de intercambio, debate y promoción de propuestas, para el diseño y el monitoreo de políticas con perspectiva de género.
Las funciones de la Secretaria de la Niñez y la Adolescencia, del Ministerio de Desarrollo Social, se encuentran establecidas en el artículo 44 de la Ley  Nº 26.061 sobre Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.:

a) Garantizar el funcionamiento del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia y establecer en forma conjunta, la modalidad de coordinación entre ambos organismos con el fin de establecer y articular políticas públicas integrales;
b) Elaborar con la participación del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, un Plan Nacional de Acción como política de derechos para el área específica, de acuerdo a los principios jurídicos establecidos en esta ley;

c) Ejercer la representación necesaria ante todos los organismos oficiales de asesoramiento y contralor en materia de medios de comunicación;

d) Ejercer la representación del Estado nacional en las áreas de su competencia;

e) Participar en forma conjunta con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia en la celebración y ejecución de los instrumentos de carácter internacional que la Nación suscriba o a los cuales adhiera, cuando éstos afecten o se refieran a la materia de su competencia;

f) Realizar los informes previstos en el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos del Niño, y ejercer la representación del Estado nacional en su presentación, constituyéndose en depositario de las recomendaciones que se efectúen;

g) Promover el desarrollo de investigaciones en materia de niñez, adolescencia y familia;

h) Diseñar normas generales de funcionamiento y principios rectores que deberán cumplir las instituciones públicas o privadas de asistencia y protección de derechos de los sujetos de esta ley;

i) Apoyar a las organizaciones no gubernamentales en la definición de sus objetivos institucionales hacia la promoción del ejercicio de derechos de las niñas, niños y adolescentes, y la prevención de su institucionalización;

j) Promover políticas activas de promoción y defensa de los derechos de las niñas, niños, adolescentes y sus familias;

k) Coordinar acciones consensuadas con los Poderes del Estado, organismos gubernamentales y organizaciones no gubernamentales, fomentando la participación activa de las niñas, niños y adolescentes;

l) Propiciar acciones de asistencia técnica y capacitación a organismos provinciales y municipales y agentes comunitarios participantes en servicios de atención directa o en el desarrollo de los procesos de transformación institucional;

m) Gestionar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, la obtención de recursos financieros nacionales e internacionales para la efectivización de las políticas públicas de niñez, adolescencia y familia;

n) Efectivizar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los fondos a los Estados Provinciales para la financiación de dichas políticas;

o) Organizar un sistema de información único y descentralizado que incluya indicadores para el monitoreo, evaluación y control de las políticas y programas de niñez, adolescencia y familia;

p) Fortalecer el reconocimiento en la sociedad de niñas, niños y adolescentes como sujetos activos de derechos;

q) Impulsar mecanismos descentralizados para la ejecución de programas y proyectos que garanticen el ejercicio de los derechos de las niñas, niños, adolescentes y sus familias;

r) Asignar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia los recursos públicos para la formulación y ejecución de las políticas previstas en el Plan Nacional de Acción;

s) Establecer en coordinación con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas públicas destinadas a la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

Entre las funciones de la Secretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, se encuentran:

1.-Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en todo lo concerniente a la elaboración, ejecución y seguimiento de las políticas, planes y programas para la promoción y la protección de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, comunitarios y los derechos de incidencia colectiva en general.

2.-Coordinar las acciones vinculadas a la promoción y protección de los derechos humanos con otros Ministerios del PODER EJECUTIVO NACIONAL, el PODER JUDICIAL, el MINISTERIO PUBLICO, el DEFENSOR DEL PUEBLO y el CONGRESO DE LA NACION y con las organizaciones de la sociedad civil, en especial las organizaciones no gubernamentales.
3.-Planificar, coordinar y supervisar la ejecución de las actividades de formación y fortalecimiento institucional en materia de derechos humanos y derecho internacional humanitario, tanto en el ámbito estatal como en lo atinente a la sociedad civil.

4.-Coordinar las acción mentales de derechos humanos.es del CONSEJO FEDERAL DE DERECHOS HUMANOS e implementar las delegaciones de la SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS en el interior.

5-Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en lo relativo a la adecuación normativa del derecho interno con el derecho internacional de los derechos humanos.

6.-Entender en la observación activa, el seguimiento y la denuncia de casos y situaciones relativos a los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, comunitarios y de incidencia colectiva, conjuntamente con los organismos nacionales, provinciales, municipales y organizaciones de la sociedad civil vinculados a esta temática.

7.-Coordinar a los organismos descentralizados con competencia en materia de derechos humanos.

8.-Entender en el establecimiento de Observatorios y del voluntariado de derechos humanos.

9.- Establecer alternativas para la resolución de conflictos de trascendencia social que tiendan a la superación de los mismos, propiciando el diálogo y entendimiento de las partes involucradas.

10.-Realizar el seguimiento de todas las situaciones que impliquen un conflicto social de trascendencia para la sociedad, en los cuales intervenga el área, ya sea a pedido de parte o de oficio.

11.-Entender en la organización de una base de datos con los antecedentes y evolución de cada caso en el que se haya tomado intervención, a fin de constituir una biblioteca de casos que permita la elaboración de nuevas estrategias y la revisión de las aplicadas, con el objeto de actualizar en forma permanente las mismas.

12.-Coordinar los Planes, Programas y Registros vinculados a la temática de derechos humanos existentes o a crearse en el ámbito de la Secretaría.

13.-Entender en los temas relacionados con la protección contra la violencia familiar, supervisar el cumplimiento de las funciones que la Ley Nº 24.417 de protección contra la violencia familiar y su Decreto Reglamentario Nº 235/96, asignadas al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS y supervisar la coordinación del Cuerpo Interdisciplinario en Violencia Familiar creado por el citado decreto.

14.-Supervisar el accionar del INSTITUTO NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACION, LA XENOFOBIA Y EL RACISMO (INADI).

Son funciones de la Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas con Discapacidad son: Funciones

1.-Proponer y elaborar proyectos y programas que permitan la implementación de políticas específicas sobre la integración de personas con discapacidad, con intervención de los organismos nacionales, provinciales y municipales correspondientes y la participación de organizaciones privadas de o para discapacitados, participando en la elaboración de iniciativas destinadas a concretar los objetivos previstos.

2.-Efectivizar acciones con el objeto de evaluar el cumplimiento de la Ley Nº 22.431 y medidas complementarias, proponiendo los instrumentos adicionales o correctivos que resulten necesarios para que se cumplan sus finalidades.

3.- Coordinar los programas que desarrollen sobre la materia las entidades públicas y privadas, organizando un Centro de Información y Documentación Computarizado sobre el tema de la discapacidad. .

4.-Gestionar la integración de fondos especiales con el fin de favorecer la integración de personas con discapacidad y estimular programas de investigación vinculadas con el área. 
5.-Coordinar con las provincias y municipios la implementación de las políticas para las personas con discapacidad, en el ámbito del Consejo Federal de Discapacidad creado por la Ley Nº 24.657.  

6.-Participar, con carácter vinculante, en el análisis de las decisiones que se propongan en el Comité Coordinador de Programas para Personas con Discapacidad en cumplimiento de las funciones asignadas por el artículo 3º del Decreto Nº 153/96. 

7.-Intervenir en todas aquellas acciones tendientes a asegurar la cobertura prestacional en prevención, asistencia y rehabilitación integral de las personas con discapacidad. 

8.-Intervenir en la elaboración de planes y programas destinados a la formación y perfeccionamiento de recursos humanos especializados en la asistencia a discapacitados.

9.-Programar, organizar y apoyar campañas permanentes de información, concientización y motivación comunitaria relacionadas con el problema de la discapacidad. 

Al punto 5 
El INSTITUTO NACIONAL CONTRA LA DISCRIMINACION, LA XENOFOBIA Y EL RACISMO, elaboro un informe sobre discapacidad y no discriminación, que fue publicado recientemente (abril 2016) y que se adjunta, en él se puede observar que no se ha desagregado por sexo, edad o discapacidad.

Al punto 6

En el marco de la XXVIII Reunión de Altas Autoridades en Derechos Humanos del MERCOSUR- COMISIÓN PERMANENTE DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD se presentó la Primera fase del Protocolo de Diseño y Accesibilidad en Zonas Migratorias –Se presentó el borrador de propuestas para una nueva revisión del borrador.  Se establece para la próxima reunión trabajar sobre ese borrador con el fin de presentarlo en el siguiente encuentro.
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